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			Introducción

			La gobernanza, la cooperación y la integración en América Latina nunca habían sido tan urgentes como ahora. Construir identidad y encontrar mecanismos de coordinación de agendas es la vía que tiene la región para lograr una mayor convergencia de políticas, lo cual desde lo económico y lo social les ayuda a los países de la región a superar la crisis institucional y política por la que atraviesa. A su vez, que la región logre alcanzar una inserción internacional activa y diferenciada que conduzca a un mayor desarrollo de la región.

			En la actualidad, los retos son enormes en materia política, económica e institucional. En gobernanza se dificulta la interacción entre el Estado, la sociedad y el mercado para construir alianzas en diversos temas que van desde el ambiental hasta el migratorio, pasando por el de seguridad, entre otros. En la cooperación, las divergencias ideológicas, la inestabilidad gubernamental, el nacionalismo y el proteccionismo, la corrupción y falta de transparencia son sus principales obstáculos para la convergencia entre los diversos grupos.

			Por otra parte, la región cuenta con diez mecanismos de integración vigentes que abordan asuntos sociales, políticos, comerciales y económicos1. No obstante, también se han acordado otros mecanismos a nivel sectorial —medio ambiente, finanzas, energía, seguridad y defensa—, mediante los cuales se busca coordinar acciones para el cumplimiento de objetivos más puntuales en términos de agenda. Todos ellos presentan enormes retos en materia de gobernanza, tanto para superar los vaivenes ideológicos, como para aminorar la falta de institucionalidad en la mayoría de ellos.

			Estos retos, cambios y objetivos no están ausentes de las agendas de investigación latinoamericanas. Así, por ejemplo, esta obra colectiva recoge los trabajos de investigación presentados por académicos latinoamericanos en el marco del iii Congreso Latinoamericano de Integración Regional: Desafíos del regionalismo en un mundo cambiante, que se realizó en São Paulo (Brasil) del 14 al 16 de junio del 2023. Las reflexiones iniciales sobre el estado de la gobernanza, la cooperación y la integración en la región se recogen como trabajos de investigación en esta publicación.

			Durante el encuentro adelantado en Brasil, los autores vinculados a este proyecto presentaron sus trabajos de investigación, de cuyas reflexiones y aportes se fortalecen los capítulos que acompañan su publicación. La metodología seguida por la totalidad de los capítulos es de tipo cualitativa, la cual, mediante análisis descriptivos, pone de manifiesto el estado de estos temas en América Latina, principalmente, dentro del Mercosur, la Alianza del Pacífico y, en menor medida, la Comunidad Andina de Naciones (can).

			De esta forma, el elemento común que les reúne es su análisis alrededor de diversos casos, para así aportar a los estudios que se adelantan sobre gobernanza, cooperación o integración, pero también a continuar contribuyendo a la formación de conocimiento y de investigación en el campo. Si bien, por ejemplo, la integración en la región es un fenómeno que no ha avanzado a un estado mayor, tampoco se detiene y, por ello, el objetivo principal de esta publicación es evidenciarlo, al tiempo que se vincula con la gobernanza y la cooperación.

			Esta obra se divide en dos partes: la primera, “Gobernanza e integración en América Latina”, está estructurada en cuatro capítulos en los que se analiza la práctica de la gobernanza y la integración, alrededor de la transición energética, la promoción del comercio y de las inversiones, la financiación de proyectos de infraestructura y las iniciativas para fomentar el crecimiento económico y el empleo. En la actualidad, estos cuatro temas son de vital importancia para América Latina, en especial, de cara al cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) que impactan en la paulatina transformación verde y digital que requiere la región para mejorar en materia social. Y la segunda parte, “Cooperación, nuevos actores y temas de la integración multidimensional en América Latina”, incluye cinco capítulos dirigidos a entender la importancia de la cooperación como una fase fundamental para hacer de la integración un mecanismo viable, que desde lo económico y lo político encaminen a la región hacia más y mejores prácticas.

			Con respecto a los capítulos que se recogen en la primera parte, estos evidencian, en su conjunto, prácticas adelantadas en países miembros del Mercosur y de la Alianza del Pacífico dentro de una agenda económica y comercial —que incluye proyectos de infraestructura y energía—, en relación con el cumplimiento del ods 8 sobre crecimiento económico y empleo. En su análisis, estos cuatro capítulos comparten la necesidad de alcanzar una mayor convergencia, alrededor de estos temas, con el fin de sumar esfuerzos para acelerar avances en el cumplimiento de los ods, enfocados a la agenda económica.

			El primer capítulo titulado “Integración en el marco del Mercosur en un contexto de pospandemia: aprendizajes y espacios para la profundización de la gobernanza en la región en materia energética y climática” por las investigadoras Stuhldreher y Morales trata sobre la integración en el marco del Mercosur en un contexto de pospandemia. Al respecto, se abordan aprendizajes y espacios para la profundización de la gobernanza en la región en materia energética y climática; para lo anterior, el análisis se centra en el caso de Uruguay y su vínculo dentro del Mercosur. Asimismo, explora los factores necesarios para una futura gobernanza climática regional que contribuya a combatir el cambio climático por medio de energías renovables, como es el caso del hidrógeno verde, y que puedan fortalecer eventualmente las negociaciones de un acuerdo comercial con la Unión Europea (ue), las cuales continúan presentando múltiples obstáculos. 

			Posteriormente, el segundo capítulo de Santos López-Leyva, “Crecimiento económico y empleo productivo en América Latina: avances del Objetivo de Desarrollo Sostenible 8”, analiza en términos generales el comportamiento de los países de la región para alcanzar las metas relacionadas al ods 8 de “promover el crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo pleno y productivo y el trabajo decente”. El autor evidencia de qué forma las barreras estructurales, como la mala distribución del ingreso, la persistencia de la informalidad y la debilidad institucional son retos comunes que los países de la región deben enfrentar y, de esta forma, orientar políticas de crecimiento que mejoren el empleo y las condiciones de trabajo, con un enfoque de género. De esta forma, el autor señala que la sinergia en el desarrollo de agendas económicas impulsa el avance en otros temas de la agenda 2030.

			Ligado a esto, por ejemplo, el informe publicado en el 2023 por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (cepal) señala que la inclusión laboral es el eje central del desarrollo inclusivo. Aunque la pobreza en el 2022 disminuyó en comparación con cifras prepandemia, aún “180 millones de personas en la región no cuentan con ingresos suficientes para cubrir sus necesidades básicas y, entre ellas, 70 millones no tienen ingresos para adquirir una canasta básica de alimentos” (p. 10). Lo anterior hace que la región siga inmersa en una trampa entre pobreza y desigualdad.

			No obstante, Pineda Ortega, en su capítulo titulado “La Alianza del Pacífico: avances en la integración regional a través de la promoción comercial”, demuestra que lo anterior no es suficiente si en cada país no se cuenta con instituciones sólidas y parcialmente afines. En el marco de la Alianza del Pacífico, el autor centra el análisis alrededor de los temas comerciales, principalmente, en la competitividad, para lo cual evalúa y cuantifica diversas estrategias emprendidas en los últimos años en el interior del bloque, mediante la revisión estadística de los indicadores de gobernabilidad del Banco Mundial y del índice de competitividad del Instituto Mexicano para la Competitividad.

			A partir de estos datos, el autor concluye que los esfuerzos emprendidos para profundizar y diversificar las exportaciones, así como las estrategias emprendidas para la atracción y la retención de la inversión entre los países del bloque, no han sido suficientes. Sin embargo, también deja planteada la idea de que los avances individuales que cada país ha tenido en los últimos años para atraer y retener inversión, mejorar la gobernabilidad y la competitividad pueden ser replicadas entre unos y otros. Así, por ejemplo, de los cuatro miembros originarios de la Alianza del Pacífico, Chile es el país con el mejor índice de gobernabilidad; México, el más competitivo, mientras que Colombia y Perú muestran avances en materia de inversión extranjera. De la investigación de Pineda Ortega se deduce que una fase clave para fortalecer la integración continúa siendo el aprendizaje mutuo alrededor de las buenas prácticas. En otras palabras, un mecanismo de integración que, más allá de lo económico, le apunte también al intercambio de saberes, políticas y prácticas.

			Finalmente, para completar los análisis de la primera parte, el capítulo de Lorena Granja, “La construcción de la gobernanza regional en el Mercosur: el focem y su trayectoria”, hace un análisis de cómo, a través de las instituciones, los países pueden superar las brechas ideológicas cuando dejan a las instituciones creadas avanzar y generar en la práctica una mayor autonomía de estas para la toma de decisiones que no son exclusivamente de orden político, sino, como en el caso del Fondo de Convergencia Estructural del Mercosur (focem), un ejemplo de la construcción de gobernanza regional.

			La segunda parte de este libro se orienta a la cooperación, los nuevos actores y temas de la integración multidimensional en América Latina. Para ello, los capítulos profundizan en la cooperación, así como en la búsqueda y la participación de nuevos actores, temas y modalidades. 

			El contexto latinoamericano se muestra cambiante, polarizado e ideologizado, lo que dificulta la construcción de una identidad regional uniforme frente a la búsqueda y la consolidación de la asociación, en general, y la integración, en particular. Los efectos de la pandemia continúan, agravados por las implicaciones de la guerra Rusia-Ucrania y el debilitamiento de las cadenas productivas. A la vez, jefes de Estado plantean nuevas prioridades con un rostro populista y autoritario; se presentan crisis bilaterales entre México y Ecuador, Chile y Venezuela, Colombia y Perú, que también dificultan la viabilidad de la gobernanza y la integración regional, sobre todo, no se percibe un liderazgo real por parte de alguno de los países. Por ello, en este libro se examina la cooperación, los nuevos actores y una visión de integración multidimensional, orientada a una diplomacia pública, a la ampliación de organismos multilaterales y a la construcción de vínculos con otras regiones como asean. Se incluyen capítulos que reflexionan en torno a grupos regionales de integración y también su evolución, relacionamiento y ampliación hacia el Asia-Pacífico.

			En este sentido, la segunda parte del libro incluye el capítulo de Paula Ruiz Camacho sobre la agencia de la cooperación para el desarrollo en América Latina. A partir del estudio de tres casos: Chile, Colombia y México, la autora analiza cómo la institucionalidad creada en materia de cooperación promueve el intercambio de políticas, experiencias e iniciativas que impactan los ods y facilitan la coordinación de intereses para solucionar problemas conjuntos, siendo la cooperación sur-sur el mecanismo para el desarrollo de estrategias conjuntas.

			A continuación, el capítulo de Martha Ardila plantea una nueva diplomacia pública para la Alianza del Pacífico (ap), con énfasis en lo migratorio y lo educativo. Parte de la hipótesis de que la diplomacia en la ap se transforma al orientarse hacia una interdependencia cultural y social que podría contribuir a disminuir su crisis. En particular, la autora hace alusión a la participación colombiana y a la necesidad de una mayor cooperación en la integración tanto económica como política, cultural y social. 

			Posteriormente, Alan Fairlie plantea algunas reflexiones frente a la ampliación de la Comunidad Andina. El capítulo evalúa la agenda comercial y algunos componentes de la ambiental, tecnológica social, cultural y migratoria. Se analiza el impacto en cooperación e integración que tendría el reingreso de Chile y Venezuela a la can. Se concluye como positiva su reincorporación, pese a las dudas que se podrían presentar con respecto a Venezuela por el incumplimiento de las normas comunitarias y las reglas de mercado e inversión. 

			Para Colombia resulta de vital importancia la participación de Venezuela en la can, porque, como lo ha hecho en el pasado, brinda un paraguas multilateral que, en momentos de crisis, desensibiliza la relación bilateral. Hay que recordar que la frontera entre los dos países abarca 2 219 kilómetros, con diferentes ámbitos territoriales y problemáticas como la seguridad que en ella adquiere nuevas dinámicas ilegales las cuales afectan el comercio y la inversión. 

			El capítulo de Tales Henrique Nascimento Simões examina el desarrollo de la integración de Mercosur y la asean considerando las complejidades del orden geopolítico global, enfatizando en la década del 2010. Se concluye que los dos grupos de integración enfrentan escenarios diferentes en términos geoeconómicos y geopolíticos. Se plantea el requerimiento de nuevas acciones para la evolución de sus estructuras organizacionales y para la profundización de la cooperación. 

			Finalmente, en el capítulo sobre el sistema financiero regional, los autores Sadcidi Zerpa de Hurtado y Alberto Hurtado establecen un argumento teórico acerca de la interoperatividad del sistema financiero en la Alianza del Pacífico y la Asociación de Naciones de Asia Sudoriental (asean) como fuente de la gestión de conocimiento (km). Los resultados especifican cómo las startups fintech guían la gestión del conocimiento y permiten caracterizar a la interoperatividad como participación de acceso abierto en ámbitos como innovación, redes e interoperatividad. Ellos señalan que, de los miembros de la ap, México y Colombia son los que han desarrollado ecosistemas fintech en categorías como pagos, remesas, préstamos y gestión de finanzas personales. 

			Conclusión

			El análisis que presentamos a la comunidad académica en este libro revela un panorama complejo, pero potencialmente prometedor para la concertación, la cooperación y la integración latinoamericana. América Latina enfrenta desafíos significativos en múltiples niveles, pero también muestra caminos hacia posibles soluciones y avances.

			En la coyuntura actual, la región atraviesa un momento crítico que demanda urgentemente mayor cooperación. Persisten ideologías y enfoques económicos divergentes, profundizados por los conflictos globales. Ya no solamente una cooperación norte-sur, sino sur-sur y transversal.

			Son diversos los obstáculos, los desafíos y las oportunidades. En gobernanza se dificulta la interacción entre el Estado, la sociedad y algunos aspectos económicos. A su vez, se presenta debilidad y fragmentación en los mecanismos de integración; se observa, polarización y populismo acompañadas de crisis bilaterales. También, hay brechas de desarrollo y dependencia de materias primas. A pesar de lo anterior, existen múltiples mecanismos de integración con potencial de fortalecimiento. Hay casos exitosos de cooperación en energía, finanzas y tecnología. De manera complementaria, se presentan nuevas formas de diplomacia pública y de cooperación sur-sur.

			A pesar de los obstáculos, la gobernanza, la cooperación y la integración latinoamericana continúa avanzando, aunque a un ritmo menor al deseado. El futuro de la región dependerá de su capacidad para superar las divisiones políticas, fortalecer las instituciones regionales y desarrollar una visión común que trascienda los ciclos políticos.

			Es así como este libro muestra estudios de caso sobre gobernanza, cooperación e integración latinoamericana. Un futuro lleno de obstáculos, pero con posibilidades de avanzar con nuevas miradas y énfasis de los mecanismos de concertación e integración examinados. Los elementos internos regionales predominan y se encuentran profundizados con factores externos que ensombrecen el panorama del regionalismo. 

			Martha Ardila y Paula Ruiz-Camacho

			Editoras

			

			
				
						1	Estos son: Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América (alba), Alianza del Pacífico (ap), Asociación de Estados del Caribe (aec), Asociación Latinoamericana de Integración (aladi), Comunidad Andina de Naciones (can), Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (celac), Comunidad del Caribe (Caricom), Mercado Común del Sur (Mercosur), Sistema de la Integración Centroamericana (sica) y Unión de Naciones Suramericanas (Unasur) en proceso de reactivación. 


				

			

		

	
		
			Primera parte 

			Gobernanza e integración en América Latina

		

	
		
			Capítulo 1

			Integración en el marco del Mercosur en un contexto de pospandemia: aprendizajes y espacios para la profundización de la gobernanza en la región en materia energética y climática

			Amalia Stuhldreher 

			Virginia Morales

			¿cómo citar este capítulo? / how to cite this chapter?

			Stuhldreher, A. y Morales, V. (2024). Integración en el marco del Mercosur en un contexto de pospandemia: aprendizajes y espacios para la profundización de la gobernanza en la región en materia energética y climática. En M. Ardila y P. Ruiz Camacho (Eds.), Estudios de cooperación, asociación e integración latinoamericana: avances y perspectivas (vol. 20, pp. 17-49). Ediciones Universidad Cooperativa de Colombia. https://doi.org/10.16925/9789587605389

			Introducción

			El inicio de la tercera década del siglo xxi enfrentó al mundo al desafío de una pandemia global en la que se hicieron evidentes los condicionamientos impuestos por un contexto internacional convulso, marcado desde el cambio de milenio por rápidos cambios, riesgos e incertidumbre, con debilitamiento de las instancias multilaterales. 

			La crisis del coronavirus impuso súbitamente un reto de alcance global, aunque cabe subrayar la existencia de antecedentes y alertas que no fueron debidamente considerados. Al complejo panorama pospandémico y de disputa hegemónica a nivel internacional, se suma desde febrero del 2022 un desafío en relación con el área de seguridad, como es el caso de la Guerra en Ucrania, que representa una fuerte reincorporación de las consideraciones geopolíticas también en materia de energía. 

			Asimismo, el recrudecimiento del conflicto en el Cercano Oriente, desde octubre del 2023, y la escalada de los enfrentamientos en la segunda mitad del 2024 implican un cuestionamiento de fondo a los esquemas de seguridad y concertación en el ámbito mundial, surgidos tras la Segunda Guerra Mundial y que se mantuvieron vigentes durante la Guerra Fría, la cual marcó la segunda mitad del siglo xx. 

			Siguiendo a Cristina Monge (2023) y estrechamente asociada a cuestiones de energía, la gobernanza de la agenda climática puede calificarse como compleja, multilateral y policéntrica; es decir, aún con dificultades evidentes, se ha podido producir avances en la lucha contra la crisis climática. Dicha gobernanza asumiría el formato de una red de redes, un denso entramado de iniciativas públicas, privadas, sociales, tecnológicas, de conocimiento y de espacios intersectoriales. En consecuencia, la complejidad para garantizar el cumplimiento de lo acordado es indudable, no obstante, por el momento, esto ha demostrado ser lo único viable. 

			Fuertemente dependiente del contexto global, la transición ecológica constituye una oportunidad para dar un salto cualitativo en el contexto de la crisis energética, provocada por la invasión de Ucrania. De acuerdo con lo anterior, como señala Damián Rodríguez Díaz (2022), en un mundo abocado a la recuperación de la pospandemia y a paliar los múltiples impactos que está provocando la mencionada guerra —en la cual, además, se han exacerbado las transformaciones estructurales de las actuales tendencias desglobalizadoras—, resulta imperioso replantear la relevancia de la integración regional y del regionalismo para hacer frente a la denominada triple brecha, digital, ecológica y socioeconómica. 

			Con base en lo expuesto, el presente análisis adopta una perspectiva de gobernanza multinivel para identificar las oportunidades y los desafíos del regionalismo en América Latina y su potencial para la articulación de instrumentos como la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) en el Mercado Común del Sur (Mercosur). Para lo anterior, se asume una perspectiva conceptual de desarrollo humano sustentable (Griffin, 2001; Bertoni et al., 2011); por lo tanto, en el capítulo se analizan las dinámicas del bloque en función de los formatos normativo-institucionales y los juegos de actores de cara al impulso de las energías renovables, dado su contribución a la lucha contra el cambio climático. 

			También se exploran aprendizajes y reflexiones que surgen en el contexto de pospandemia, con el fin de identificar elementos que podrían sustentar eventualmente una futura gobernanza climática regional, en la cual, a la vez, surgen cuestiones de economía política, así como las diferencias en las políticas implementadas en los últimos años y las tensiones concomitantes. 

			A partir de un abordaje de métodos combinados, se desarrolla, por una parte, un componente cualitativo, que abarca revisión periodística, bibliográfica y documental (datos secundarios), así como datos primarios provenientes de entrevistas semiestructuradas, realizadas entre los años 2017 y 2022 a informantes calificados en Uruguay. Con esta información se consideran las percepciones con respecto a oportunidades y los desafíos de la articulación de las políticas energéticas en el Mercosur, focalizando las energías renovables, el cambio climático y la situación del Uruguay. 

			Dicha focalización en el caso uruguayo se justifica por los significativos avances en la reconversión de su matriz energética, lo que le ha permitido al país sustentar un flujo importante de energía a sus países vecinos y miembros del bloque, a partir de apoyos al desarrollo de infraestructura financiados con fondos propios del Mercosur, lo que subraya la importancia de las interacciones a nivel regional y el acumulado de dicho proceso de integración regional, de cara a los desafíos energéticos y climáticos contemporáneos. 

			Asimismo, se consideran los impulsos a partir de la asunción del nuevo Gobierno de Brasil en el 2023, con un relanzamiento de la agenda “verde”, lo que puede influir eventualmente en el posicionamiento externo del bloque. Por su parte, el componente cuantitativo analiza la evolución de las inversiones en energías renovables en Uruguay en la última década, presentando la trayectoria de las exportaciones de energía eléctrica a partir de dicho proceso de inversiones. Se analizan los cambios en la matriz energética del país, en contraste con las de Argentina y Brasil. 

			Marco analítico

			Las últimas décadas están marcadas por elementos de quiebre y cuestionamiento a la gobernanza internacional, lo cual ha hecho que autores como Sanahuja (2020) conceptualicen eventos —como la crisis del 2008— como acontecimientos que trascienden lo coyuntural, poniendo de manifiesto una amplia crisis de globalización, que es entendida como modelo y narrativa hegemónicos. Lo anterior se da con la culminación de la posguerra fría, la cual estuvo marcada por un impulso hacia la democracia en su versión occidental, al internacionalismo liberal y a la globalización económica, seguida por una etapa denominada como posglobalización. Según Sanahuja (2020), el advenimiento de la pandemia de covid-19 constituye una “coyuntura crítica”, plausible de ser entendida como una “crisis dentro de otra crisis”, lo cual tiene repercusiones en la redefinición de normas e instituciones propias de la estructura social, económica y política. 

			De acuerdo con un trabajo de inspiración neogramsciana (Sanahuja, 2022a), cabría aplicar la expresión “interregno” para una descripción asertiva del actual tiempo histórico, lo cual abarcaría una crisis orgánica marcada por las contradicciones de una economía global altamente transnacionalizada y financiarizada, pero que trasciende el fenómeno económico para incluir la política internacional, sumida en una etapa de inestabilidad sistémica y de erosión de los consensos vigentes en décadas anteriores, tanto en el plano de la política internacional como en el ámbito interno. 

			La conceptualización de la noción de “gobernanza” fue materia de discusión desde la década de 1990, ya que fue vinculada al rol que desempeña el regionalismo en la nueva arquitectura global propuesta por la Commission on Global Governance (1995) de Naciones Unidas. Dichos postulados recibieron críticas desde visiones académicas y político-diplomáticas que se oponían a ese formato “adaptativo” o “funcional” de la gobernanza en clave global. 

			Como señalan Roger et al. (2022), la gobernanza global ha sido considerada tanto un objeto de estudio en sí mismo como una forma de “ver” a la política mundial, con implicaciones en la política “más allá del Estado”. Entre las temáticas abordadas desde la perspectiva de la gobernanza global, se destacan cuestiones medioambientales, economía y salud global, mientras que tópicos importantes como migración y derechos humanos han sido menos abordados desde dicha perspectiva. 

			Remitidos al plano fáctico, durante las últimas décadas en América Latina, surgieron diversas propuestas integracionistas que apuntaron a una gobernanza regional “alternativa”, como fueron: Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América (alba), Unión de Naciones Sudamericanas (Unasur) o Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (celac), mientras que también emergían esquemas contrapuestos como la Alianza del Pacífico o el Foro para el Progreso de América del Sur (Prosur). Sin ignorar dicha fragmentación, autores como Riggirozzi y Wylde (2018) relacionan expresamente la categoría conceptual de la gobernanza con la problemática del desarrollo, por lo cual subrayan los elementos institucionales y el espectro de actores como factores cruciales de los procesos de integración regional. 

			Por otra parte, Riggirozzi y Ryan (2021) entienden que las propuestas regionales a los desafíos y oportunidades planteados en el nivel internacional constituyen un factor recurrente; no obstante, existe un escaso reconocimiento a determinados impactos de las políticas regionales, como es el caso de la influencia ejercida con la creación de marcos normativos, las dinámicas de la diplomacia regional y los impactos de políticas sociales, lo que afecta la credibilidad de las organizaciones regionales e influye negativamente en la gobernanza regional. De manera significativa, Riggirozzi y Tussie (2021) vinculan el denominado “regionalismo poshegemónico” con una expresión de la gobernanza que otorga un nuevo significado al espacio regional como ámbito de acción y contestación.

			Lo anterior subraya la pertinencia de abordar la gobernanza regional latinoamericana, tomando en cuenta la especificidad de diversas áreas temáticas. Distintos instrumentos establecidos por la comunidad internacional, como la Agenda 2030 y el Acuerdo de París explicitan la relación entre la cuestión energética y el cambio climático, a lo que el Acuerdo de Escazú sumó el derecho de las comunidades a la información, a la participación y a la justicia. Pese a que la segmentación de los mecanismos de gobernanza internacional en materia energética no permite aún la articulación entre estos temas, existen oportunidades en los ámbitos nacionales para internalizar compromisos establecidos a nivel internacional, lo que resulta relevante para la reconversión de las matrices energéticas de los países del Mercosur.

			En términos de aprendizajes, la necesidad urgente de estos cambios se expresa en el Informe de Desarrollo Humano del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud), que conceptualiza el comienzo de la nueva era geológica del “Antropoceno” por el carácter eminentemente antropogénico de los riesgos que enfrenta el planeta, en particular, el cambio climático; en este sentido, las acciones de los Estados, los niveles territoriales y las comunidades locales resultan de importancia fundamental (unpd, 2020). Los Informes de la Organización Meteorológica Mundial (omm) de las Naciones Unidas evidencian la seriedad de la crisis climática (wmo, 2020). 

			En cuanto a acciones, la cumbre climática, convocada en forma virtual por la administración Biden en abril del 2021 mostró intentos de reposicionamiento por parte de Estados Unidos en relación con la temática ambiental, además de tener un énfasis en las energías renovables, presentando su nuevo objetivo de recorte de emisiones: entre un 50 % y un 52 % en el 2030, con respecto a los niveles del 2005. Durante la Cumbre de las Américas de junio del 2022, el Gobierno de Estados Unidos comunicó una serie de medidas para enfrentar la crisis climática, crear empleos verdes y reforzar la seguridad energética, con el objetivo de promover el comercio y la inversión energías renovables en el continente, mientras se fomenta la colaboración regional a través de la iniciativa de Energía Renovable para América Latina y el Caribe (relac). En particular, se les atribuye a los bancos de desarrollo regionales un rol protagónico, ya que financiarán proyectos de hasta 50 000 millones de dólares en los próximos cinco años (Jiménez y Beauregard, 2022). 

			Desde la Unión Europea (ue), propuestas como el Pacto Verde, previo a la pandemia, y el programa Next Generation eu, aprobado en julio del 2020, no constituyen meras estrategias sectoriales de descarbonización y lucha contra el cambio climático, sino que buscan impulsar una transición ecológica que promueva un ciclo de inversión, transformación productiva, crecimiento y empleo orientado a la sostenibilidad (Sanahuja, 2022b). Cabe esperar, sin embargo, los lineamientos de la Comisión y del Parlamento Europeo a partir de los cambios del 2024, con posicionamientos más conservadores.

			Con respecto a la vinculación ue-Mercosur, tras el acuerdo “en principio”, en materia comercial en junio del 2019, se produjo un impase por diferentes planteamientos que incluyen las preocupaciones medioambientales de los socios europeos. Sin embargo, la discusión de una salida “verde” de la pandemia, así como la crisis energética producto de la Guerra de Ucrania y el recrudecimiento del conflicto en el Cercano Oriente ha vuelto a posicionar el tema birregional desde una perspectiva diferente. Como señalan Verdes-Montenegro y Jeger (2022), para los países latinoamericanos y caribeños resulta fundamental la vinculación con la ue, ya que le presenta a la región una agenda más diversa en comparación con la de otros actores externos, en la que se destacan los aspectos sociales y la transición verde. Los autores subrayan que, pese a los mencionados desafíos de economía política que han demorado la ratificación de lo acordado entre las dos regiones, resulta evidente que este tipo de acuerdos de asociación no pueden entenderse como simples acuerdos de libre comercio, sino que cabe considerar tanto su dimensión geopolítica, como también su potencial para generar un espacio común de diálogo de políticas, de convergencia regulatoria y de transformación productiva para las transiciones digital, verde, con la reconstrucción del contrato social. 

			Desde una visión contrastante, la Agencia Internacional de la Energía (aie) ha señalado la falta de medidas drásticas para una salida poscovid-19 en clave efectivamente “verde”, aunque reconoce la importancia de la generación de electricidad renovable y la producción de coches eléctricos, además de la creación de puestos de trabajo de las energías limpias (Planelles, 2021). También son importantes los aportes de la cepal en relación con la construcción del futuro; al respecto, señalan a las energías renovables como uno de los vectores para superar la crisis climática y como posible clave de la recuperación pospandémica (cepal, 2020). 

			De cara al futuro, la comunidad internacional ha trazado el lineamiento de triplicar la potencia mundial de energías renovables —poniendo foco en la solar y eólica y, en menor medida, hidráulica— hasta el 2030, lo que ha devenido en el leitmotiv de las cumbres internacionales más recientes en las que se abordan las políticas climáticas. En la reunión del G-20, celebrada en la India en septiembre del 2023, se alcanzó el compromiso de aspirar a dicha meta. Esto supondría pasar de los más de 3 500 gigawatios (gw) instalados actualmente a unos 11 000 gw a finales de esta década. Multiplicar por tres las energías limpias forma parte de la hoja de ruta para mantener la aspiración de limitar a 1,5 grados el calentamiento global con respecto a los niveles preindustriales, como establece el Acuerdo de París. 

			En una cumbre informal en octubre del 2023 en Madrid, convocada por el Gobierno de España (ostentando la presidencia de la ue) y la aie, treinta y cinco países abordaron la cuestión energética y climática explicitando el mismo objetivo: que todos los países asumieran la meta de multiplicar por tres las renovables en la cop 28 del 2023 en Dubái (Planelles, 2023). Las voces de más de veinte organizaciones de la sociedad civil de Latinoamérica y el Caribe exhortaron en noviembre del 2023, en una carta abierta, dirigida al presidente brasileño, a que, bajo la presidencia de Brasil, el G-20 incidiera en soluciones para la región (América Futura, 2023).

			Energías renovables en el Mercosur y la visión de Uruguay

			Análisis recientes del Mercosur (Ayuso, 2022) señalan las dificultades para establecer estándares comunes y políticas homogéneas dadas las grandes diferencias entre sus miembros, en términos de tamaño, población, peso económico e, incluso, niveles de desarrollo. Se suman las crisis económicas que golpearon en forma sucesiva a la región, debido a: su vulnerabilidad frente a los impactos externos, su dependencia en la exportación de materias primas y la falta de financiamiento interno, lo que estimula políticas defensivas y debilita los vínculos solidarios. 

			Pese a que estos elementos impidieron la profundización de la integración y estimularon las fuerzas centrífugas, de todas formas, el Mercosur constituiría la organización con mayor potencial en la región, siendo su éxito o fracaso un indicador de la salud del regionalismo latinoamericano. No obstante, como constata Rodríguez Díaz (2022), a tres décadas de su nacimiento, el Mercosur enfrenta un escenario global de disputa geopolítica y un futuro marcado por la incertidumbre, consecuencia de las distintas visiones de sus Estados miembros en relación con la forma, el funcionamiento y la estrategia de inserción internacional. Estas perspectivas diferenciadas se decantan en la “tensión irresuelta” entre modelos de desarrollo distintos. 

			Para Frenkel (2022), el bloque estaría atravesando un proceso de redefinición identitaria que se hace más visible a la hora de discutir la orientación comercial; en ese sentido, priorizar el avance en agendas no económicas puede ser una buena forma de desatar los nudos problemáticos y la falta de acuerdos que hoy en día caracterizan al proceso de integración.

			Si se considera la evolución del bloque, es posible visualizar un zigzagueante proceso de desarrollo de un esquema institucional-normativo que buscó promover las energías renovables. Asimismo, es necesario tener en cuenta el significado de la reconversión radical de la matriz energética del Uruguay que ha permitido un novedoso proceso de interacciones comerciales de energía de fuentes renovables con sus vecinos y socios del Mercosur, sobre la base de infraestructura financiada por el bloque; este capítulo presenta los resultados de entrevistas semiestructuradas realizadas desde el 2017 a 2022. Se explicita la evolución de las valoraciones de referentes del área pública del gobierno del Frente Amplio (fa), así como de referentes del gobierno de coalición encabezado por el presidente Lacalle Pou desde marzo del 2020.

			Dicho abordaje se ve justificado por la innovación que representa para las interacciones en el bloque, más allá de las tensiones y los conflictos en otras áreas temáticas. Asimismo, pese a las diferencias propias de cada país, la experiencia uruguaya en la definición de política energética y climática puede ofrecer claves en términos de aprendizajes para una transición hacia modelos económicos que sean rentables, socialmente inclusivos y sustentables desde el punto de vista ambiental, lo que podría ser relevante para el eventual establecimiento de lineamientos compartidos y esquemas de gobernanza a nivel regional, que pudieran derivar en una comunidad energética. Cabe remarcar que, según expertos del irena (International Renewable Energy Agency), como Scholten et al. (2019), el desarrollo de las energías renovables afectará los patrones de cooperación y conflicto entre países, con repercusiones geopolíticas. Dado que gran parte de las energías renovables se destina a los sistemas eléctricos, la tendencia a futuro sería una “regionalización de las relaciones energéticas”, con un desplazamiento de redes globales hacia otras de alcance regional, emergiendo “comunidades de redes”, centradas en bloques económicos. 

			En función de dicha perspectiva, cobra pertinencia abordar la situación del bloque desde el caso uruguayo, como el país con que ha logrado definir una política de Estado en materia energética, alcanzando, en términos relativos, los mayores avances dentro del esquema regional. 

			De acuerdo con lo anterior, cabe señalar que ya en los años 2017 y 2018, referentes de la Dirección Nacional de Energía (dne) del Ministerio de Industria, Energía y Minería (miem), señalaban dificultades de articulación en el bloque desde hacía años1, con un debilitamiento de ámbitos de concertación, como el sgt n.°9, que desde el 2011 había dejado de reunirse. Pese a esto, la entonces directora de Energía subrayaba el potencial articulador de la institucionalidad del Mercosur, sin negar limitantes impuestas por políticas discordantes y evoluciones divergentes de las matrices energéticas nacionales2. Por otra parte, en esos años se fortaleció la infraestructura energética a través del Fondo de Convergencia Estructural (focem), lo que permitió el incremento del comercio de energía en el bloque, dados los excedentes generados por la fuerte participación de las energías renovables en la matriz energética uruguaya. Sin embargo, se hacían explícitas las diferentes trayectorias de los países: en junio del 2019, los entonces presidentes Macri y Bolsonaro hacían una declaración conjunta en relación con el peso estratégico de las reservas y la producción de petróleo, así como de gas natural de los yacimientos de Pre-Sal y Vaca Muerta, aunque aludían a la bioenergía y los biocombustibles como claves para la seguridad energética, el desarrollo económico y la protección medioambiental. 

			Hacia el fin de la administración del Frente Amplio (fa) en Uruguay, desde la dne visualizaban positivamente el intercambio comercial energético en el bloque, a través de vínculos virtuosos entre aspectos económicos y ambientales con base en energías renovables. Cuando en junio del 2019 se firmó el acuerdo Mercosur-ue, funcionarios del Sistema Nacional de Respuesta al Cambio Climático (snrcc) manifestaron tener expectativas positivas en relación con la innovación tecnológica en el ámbito doméstico, así como en sectores industriales de Argentina y Brasil, que poseen el potencial para impulsar la cooperación regional. Lo anterior contrastaba con la visión de funcionarios de la Unidad de Cambio Climático del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca (mgap), quienes representaban al Uruguay en negociaciones internacionales sobre cambio climático, en las cuales se hablaba sobre las posibilidades reales de los espacios de articulación de la región latinoamericana hacia afuera. Al respecto, se mencionaban las condicionantes de la primacía de intereses económicos y geopolíticos por sobre los de tenor ambiental y climático. En cuanto a la articulación del bloque hacia adentro, el representante en Uruguay de la Food and Agricultural Organization (fao) señalaba la barrera que significa la heterogeneidad de los países del Mercosur por sus diferencias de tamaños y orientaciones en materia energética. 

			El gobierno de Lacalle Pou manifestó la intención de continuar la cooperación energética regional existente, incluso, antes del Mercosur; desde el miem, el ministro Omar Paganini visualizaba a la cuenca del Plata como área integral de complementación con los países del Mercosur, en especial, con Argentina y Paraguay. Sin embargo, al cumplirse los treinta años de la firma del Tratado de Asunción en marzo del 2021, fueron sumamente claras las diferencias de los socios con respecto a la proyección futura del bloque. Desde la presidencia del Uruguay se apuntó flexibilizar las negociaciones comerciales, sin intención de perjudicar la comercialización de energía con base en energías renovables. 

			Sobre la posible articulación energética, desde la Unidad Ambiental del miem de Uruguay se subrayaba el potencial del bloque: “Probablemente tendríamos que sacarle más juego al Mercosur, energéticamente hablando, ya que tenemos una lógica de compartir recursos, hay Acuerdos firmados, tenemos represas conjuntas”. Aquí, se destacan las exportaciones de energía a Brasil durante el 2021, con un ingreso significativo de divisas, sin embargo, al encender centrales térmicas en Uruguay se afectó el balance de emisiones de gei: “Pero ¿cómo íbamos a dejarlos sin energía? Es un ‘trade-off’ que no es fácil, que podría solucionarse si prendemos la térmica con hidrógeno verde”3.

			A nivel regional surgieron señales en octubre del 2022, en Buenos Aires, bajo la presidencia pro tempore de Argentina de la celac. En una reunión ministerial se impulsó un documento de posición regional sobre cambio climático y acceso a la financiación climática de cara a la cop27 que se iba a realizar en Egipto en noviembre de dicho año. Asimismo, nuevas visiones parecieron ganar fuerza con la asunción del nuevo gobierno en Brasil en enero del 2023, que relanzó la agenda verde a nivel interno y externo; en el marco previo a la vii Cumbre de enero del 2023 de la celac en Buenos Aires el presidente Lula da Silva junto con su par argentino Fernández hicieron referencia expresa a la importancia de la integración de la política energética con un enfoque en las energías renovables dentro del Mercosur. Lula da Silva subrayó la intención de concretar el acuerdo con la ue, superando las discrepancias surgidas en materia ambiental, en particular, durante el gobierno de Bolsonaro (La Diaria Mundo, 2023a). En su visita a los Estados Unidos en febrero del 2023, Lula manifestó que busca “volver a ubicar a Brasil en la geopolítica mundial”, por lo que añadió que Brasil tomará “muy en serio este tema del clima” y convocando al presidente Biden a construir juntos “gobernanza mundial más fuerte” en la materia (La Diaria Mundo, 2023b). Esto resulta especialmente interesante si se piensa que, como afirma López Burián (2023), la política brasileña ha sido históricamente una pieza clave para comprender el posicionamiento político de América Latina. 

			A fines de mayo del 2023, los líderes de los doce países sudamericanos expresaron el compromiso de restablecer un diálogo regular para impulsar la integración regional, promover la cooperación y proyectar la voz de América del Sur a nivel mundial. El acordado Consenso de Brasilia creó un grupo de contacto liderado por los ministros de Relaciones Exteriores de América del Sur, con el fin de definir una hoja de ruta que fortalezca el diálogo y la integración sudamericana. Entre los temas priorizados figuraban el cambio climático y la energía (Consenso de Brasilia, 2023). 

			Asimismo, en octubre del 2023, en el marco de la Semana del Clima de América Latina y el Caribe, los ministros de Medio Ambiente alcanzaron en Panamá una posición consensuada unánimemente para llevar a la cop.23 en Dubái; este acuerdo abarcó seis temáticas, entre las cuales aparecían cuestiones ligadas al cambio climático, biodiversidad, contaminación, género y ambiente, educación ambiental, así como consumo y producción sostenible. Se aprobó una declaración que establece la agenda ambiental para los próximos años, exhortando al mundo desarrollado a apoyar la adaptación al cambio climático de las naciones de la región, movilizando 100 000 millones de dólares anuales. También se expresó el compromiso con iniciativas nacionales y regionales que promuevan un futuro energético sostenible, así como afianzar la seguridad energética, impulsar la interconexión y la integración energética, fomentar la estabilidad de los mercados y garantizar una transición energética justa, limpia y sostenible. Considerando la trayectoria de la región en la temática y las dificultades para posicionarse en forma conjunta en las instancias globales, este consenso fue destacado por el director regional para América Latina y el Caribe del pnuma, Juan Bello (El Observador, 2023). 

			Energías renovables y cambio climático: Uruguay vis á vis Argentina y Brasil

			Según expertos del irena (International Renewable Energy Agency), como Scholten et al. (2019), el desarrollo de las energías renovables afectará los patrones de cooperación y conflicto entre países, lo cual traerá repercusiones geopolíticas. Considerando que gran parte de las energías renovables se destinan a los sistemas eléctricos, la tendencia a futuro será una regionalización de las relaciones energéticas, con un desplazamiento de redes globales hacia otras de alcance regional, por lo tanto, emergerán comunidades de redes centradas en bloques económicos. De acuerdo con irena (2016, p. 11), en América Latina, las políticas públicas fueron decisivas para fomentar la inversión en renovables; en este sentido, destacan a Brasil, Chile, México y Uruguay, por sus marcos jurídicos, institucionales y administrativos.

			La evolución de los países del Mercosur pone de manifiesto diferencias en sus perfiles productivos, marcos normativos, políticas sectoriales y asignación de recursos. En términos absolutos son Brasil y Argentina los que lograron los mayores niveles de inversión; según González Jauregui (2022), se destaca el rol desempeñado por China, cuyos bancos comerciales han focalizado sus préstamos en energías renovables. Argentina se posiciona en primer lugar, seguido por Brasil, aunque ninguno de los dos se ha incorporado a la Iniciativa de la Franja y la Ruta. En Argentina, en el marco del Plan RenovAr, iniciado en el 2016, se hizo evidente el destacado lugar de las inversiones chinas, en particular, en plantas de energía eólica y solar. En el caso brasilero, se destacan las inversiones de China en energía hidroeléctrica, junto con la energía eólica, a lo que se le suma el diferencial de que con Brasil se han desarrollado vínculos en materia de investigación y desarrollo conjunto en el sector de energías renovables.

			Como señala Carrau (2022), Uruguay presenta luces y grandes sombras en el esfuerzo de pensar su desarrollo en términos de justicia ambiental. Por un lado, ha realizado apuestas de gran magnitud que pocos países han logrado, con la transformación de la matriz energética, relevante para enfrentar la crisis climática. A la vez, se dieron avances en materia de política climática, por lo que se gestó una institucionalidad capaz de asumir los compromisos globales del país ante la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (cmnucc). Con la creación en el 2009 del snrcc, coordinado por el entonces Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (mvotma), se definió un esquema de gobernanza climática multiactoral y multinivel. En el 2016, se ratificó el Acuerdo de París y, en el 2017, se presentó la Política Nacional de Cambio Climático (pncc), con la diversificación de la matriz energética (snrcc, 2017). Asimismo, el Plan Nacional Ambiental para el Desarrollo Sostenible del 2018 apostó a las energías renovables (mvotma, 2018). A pesar de los cambios de la institucionalidad ambiental y climática que implicó crear en el 2021 el nuevo Ministerio de Ambiente, que absorbió al snrcc, los referentes técnicos enfatizan la continuidad de los compromisos asumidos por Uruguay en materia climática. Así, por parte del nuevo gobierno no se vieron razones para un cambio drástico ni de la política, ni de los lineamientos, por lo tanto, se dio una transición sumamente fluida de un gobierno a otro en relación con la temática del cambio climático.

			Los casos mencionados de Argentina, Brasil y Uruguay resultan especialmente interesantes en lo que respecta a los montos relativos de inversiones en energías renovables. Desde el 2004 se dio un debate nacional para definir una nueva política energética, con participación del Estado, empresas, academia y actores sociales4. A partir de dicha concertación, en el 2008, el Poder Ejecutivo de Uruguay delineó un enfoque con proyección al 2030, en el que se considera expresamente el marco de la integración regional; por ende, se apuntó a generar 500 MWh con “nuevas” energías renovables para el 2050, lo que fue superado por una evolución mucho más rápida: para el 2017, ya el 98 % de la energía eléctrica generada era de origen renovable, con la producción más alta de los diez años anteriores: 14 363,90 GWh (Ministerio de Industria Energía y Minería, 2019a) y con una tendencia consolidada en un marco normativo que promovió decididamente las energías renovables. Esto permitió la captación de más de 8000 millones de dólares (Uruguay xxi, 2022).

			A partir del cambio de Gobierno, el miem hizo una revisión de la gestión integral de la política energética, para corregir la sobrecontratación de energía eólica; al respecto, se indicó que había un desfasaje del plan energético del gobierno saliente, se señaló sobreproducción frente a lo planteado en el Acuerdo Interpartidario (500 MWh de eólica), que actualmente alcanza los 1500 MWh. Este énfasis en la energía eólica ha llevado a algunos autores, como Bertoni y Messina (2023), a postular la llamada “revolución eólica”. Esto posicionó positivamente al país, siendo seleccionado entre más de cien países para recibir apoyo del Fondo Conjunto de Naciones Unidas para la implementación de los ods.

			Desde visiones críticas del actual Gobierno se cuestiona que, en ocasiones, la Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas (ute) debe pagar por contrato el excedente generado, sin que este sea despachado, con pérdida de energía, mientras que, en otras, se recurre a la eólica y no se despacha la hidráulica, por lo tanto, se sugiere revisar el modelo. En retrospectiva, el ministro Paganini, del actual gobierno de Lacalle Pou, visualizaba positivamente la estrategia financiera del fa para captar inversión internacional, otorgando seguridad de compra y alcanzando destacados niveles de inversión privada. Sin embargo, esto habría generado un “sobreentusiasmo”, llegando a 1000 MWh en contratación a privados. 

			Por otra parte, a nivel estatal, la ute desarrolló sus propios parques eólicos, algunos con inversión abierta a la Bolsa de Valores (400 MWh más), además de la energía solar y biomasa. El nuevo Gobierno buscó utilizar la Central de Ciclo Combinado como respaldo de contratos de exportación, por lo cual requirió gas para mantener costos competitivos. Sin embargo, las negociaciones se truncaron con la pandemia5. 

			Por otra parte, pese a la valoración positiva del Acuerdo Interpartidario del 2010, el Subsecretario Walter Verri señalaba la necesidad de revisarlo como primer desafío de política energética, entendiendo de todas formas que la apuesta por las renovables es un camino irreversible para Uruguay, con reconocimiento internacional. El nuevo enfoque apuntaría a la utilización de residuos como fuentes de energía (economía circular), el impulso de la movilidad sobre base eléctrica y la autogeneración para inyectar a la red a través del programa Prosumer (energía fotovoltaica)6. En declaraciones públicas, en julio del 2022, el director de Energía enfatizaba la necesidad de sostener una “visión estratégica” en materia de transporte eléctrico por sus ventajas en términos ambientales y sonoros.

			Según datos del informe ren21 (2021), Uruguay es el segundo país del mundo en participación en la matriz energética de las energías renovables7. Para esta segunda etapa de transición energética y en relación con la transición hacia la descarbonización, en el miem se consideran cuatro pilares que se irán abordando en etapas; en la llamada “primera transición”, Uruguay logró avanzar en un primer pilar, descarbonizando su matriz eléctrica con un 97 % de energía generada en forma renovable. También avanzó en términos del segundo pilar de la eficiencia energética, así como en el tercer pilar de la electrificación “verde”. Para la segunda transición se apunta al cuarto pilar, concretamente a los denominados sectores difíciles de descarbonizar (hard-to-abate-sectors), en los que ya no es eficiente utilizar energía eléctrica, sino, por ejemplo, hidrógeno verde para fabricar combustibles o utilizar biocombustibles8.

			En este contexto, se apostó por la denominada “economía del hidrógeno”, para promover la descarbonización del sector energético y la producción de materias primas; como eventuales ventajas del país para producir hidrógeno, los funcionarios del miem mencionaban las posibilidades de exportar hidrógeno y, a la vez, que este sea consumido localmente de forma directa y en industrias relacionadas con la producción de materias primas y química verde, bien sea de consumo local o exportación. Aquí, se apuntaba a desarrollar un primer piloto de hidrógeno verde en Uruguay, a partir de la articulación de esfuerzos públicos y privados9. Este plan piloto se lanzó en colaboración con la Agencia Nacional de Investigación e Innovación (anii) y el Laboratorio Tecnológico del Uruguay (latu), con una inversión de diez millones de dólares; en este se apuntaba a generar, al menos, 1,5 MW10. Según referentes de la Unidad Ambiental del miem, el lanzamiento de la hoja de ruta del hidrógeno verde debe verse en el contexto de una nueva geopolítica energética: 

			Ya no son los países petroleros los que están arriba de la montaña, sino todos los que tengamos viento y sol para producir un vector energético nuevo como el hidrógeno verde. Tenemos que posicionarnos en una competencia global, a la vez de traccionar nuestra propia descarbonización para bajar las emisiones de gei a nivel nacional11.

			En la actualidad, se busca descarbonizar el transporte y la industria, por lo tanto, el hidrógeno verde detentaría un fuerte potencial para transporte de larga distancia, transporte pesado, transporte marítimo y aéreo, lo cual traería posibilidades de exportación, ya sea en forma de combustible, fertilizantes verdes o materias primas: 

			En ese sentido, el hidrógeno es como una navaja suiza [...] La Hoja de Ruta es ambiciosa porque se trata de agregar valor a la energía convirtiéndola en un producto exportable, en un contexto de incertidumbre porque no hay precio. Hay que observar lo que pasa en el mundo e ir acompañando con precaución12.

			Por otra parte, se identifican resistencias en el ámbito local en relación con el tema ambiental por el intensivo uso del agua, así como dudas acerca de la factibilidad de los proyectos que demandan fuertes inversiones (Díaz Campanella, 2023).

			Llegando al fin del gobierno de Lacalle Pou, se puede decir que, para agosto del 2024, se logra la aprobación oficial de la hoja de ruta mencionada. Al respecto, análisis recientes del tema, llevados adelante por equipos interdisciplinarios de la Universidad de la República, subrayan cierta sensibilidad por el posible uso de agua subterránea en algunos proyectos, a la vez, que mencionan que el desarrollo de las actividades vinculadas al hidrógeno verde abrirían una oportunidad para la creación de cadenas de valor nacionales, de desarrollo local y empleo de calidad, de concertación regional e internacional, así como la exportación de este producto y sus derivados, a la vez, se aporta al cumplimiento de objetivos globales de descarbonización. Un aspecto significativo estaría dado por el impulso a las actividades de I+D e innovación en el país, con contribución local a la generación de conocimiento científico-tecnológico y su aplicación en toda la cadena de valor y sus externalidades (udelar, 2024).

			Pese a ciertos avances y continuidades, durante la administración de Lacalle Pou se esbozan ciertos matices significativos en la orientación de la política energética, ya que, en junio del 2022, la compañía estatal ancap (Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland) anunció que las empresas petroleras Shell y el Grupo apa presentaron ofertas para poder prospectar yacimientos de hidrocarburos, con miras a explotar, tres nuevos bloques de la plataforma offshore en el mar de Uruguay, después de que en mayo de este año ancap firmara un contrato con Challenger Energy. Esto llevó a organizaciones socioambientales a reclamarle al gobierno más información sobre los contratos, considerando que el proceso contradice el camino de la transición energética. 

			Por su parte, el presidente de ancap afirmó en una conferencia de prensa que el país “se vuelve a poner en el mapa petrolero mundial” (Méndez, 2022). En ese marco resulta significativo el hecho de que, en el 2022, Uruguay perdió su posición destacada a nivel mundial en el “Índice de futuro verde”, un ranking global elaborado por la mit Technology Review, una publicación especializada en temas tecnológicos y ambientales, perteneciente al Massachusetts Institute of Technology (mit) y patrocinada por Morgan Stanley. El índice mencionado evalúa el avance de 76 países en relación con la descarbonización; en el 2021, Uruguay se ubicó en el grupo de los veinte países que mostraron mayor compromiso y progreso en este tópico, en el 2022, descendió de la posición número 20 a la 38. Consecuentemente, el país se ubicó casi al final de la tabla del segundo grupo de los veinte países que, aunque están progresando hacia la construcción de un futuro bajo en carbono, no están entre los mejores13. 

			Algunos aspectos de las matrices energéticas

			La oferta de energía: Uruguay, Argentina y Brasil

			La disponibilidad de energía primaria ejerce un impacto directo en la capacidad de consumo interno y en las posibilidades de exportación. Desde la perspectiva uruguaya, se examinan las transformaciones en la oferta de energía primaria, abarcando el periodo 2015-2021. El caso de Uruguay ha demostrado que, ante situaciones de escasez de energía en algunos de los tres países, el país tiene posibilidades de ofrecerla con relativa facilidad. La estructura del balance energético se desglosa en las fuentes de energía y el consumo energético. La evaluación de la contribución relativa de las diversas fuentes de energía primaria permite identificar el grado de transición de las matrices energéticas hacia el empleo de fuentes renovables, con especial énfasis en las no convencionales. 

			La oferta de energía primaria en Uruguay mostró cambios muy marcados entre los años 2010 y 2015; luego del 2015, estos cambios se han consolidado (figura 1). Hay una participación importante de las fuentes de energías renovables, pasando del 46 %, en 1990, al 58 %, en 2021. Dentro de este grupo también se observan cambios desde fuentes tradicionales de energía renovable, como la hidroeléctrica, a fuentes menos tradicionales, como la eólica, y más recientemente la fotovoltaica y la biomasa. Por el lado de las energías no renovables, la participación del petróleo como fuente primaria en la generación de energía pasó del 54 % al 39 %.

			En el caso de Brasil, a pesar de que el petróleo continúa siendo la principal fuente de energía, se observa un descenso de la participación en la oferta de energía primaria. Se puede señalar que este fue el gran cambio, en conjunto con el aumento de participación de “otras energías”. Los productos de la caña de azúcar siguen estando en el segundo lugar, con algunas oscilaciones. El gas natural mantiene su tercer lugar. La leña y el carbón vegetal disminuyen su participación, así como la hidráulica del 14 % al 11 %. 

			En Argentina se observan cambios en la matriz energética, pero, fundamentalmente, en el grupo de energías no renovables. El gas natural pasa de una participación del 38 % al 52 %, el petróleo del 48 al 32 %. Entre tanto, en el grupo de las energías renovables, hay una incipiente participación de la eólica y la solar.

			Figura 1. Fuentes de energía primaria neta: Argentina (A), Brasil (B) y Uruguay (C)

			[image: ]
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			Nota: elaboración propia a partir de datos tomados de miem (2022a); Brasil, Empresa de Pesquisa Energética (2022); Argentina, Ministerio de Hacienda (2022).

			La transformación de la matriz energética en Uruguay se fundamentó en un sólido proceso de atracción de inversiones en el ámbito de las energías renovables. El marco normativo que rige esta estrategia se establece a través del Decreto 354/009, el cual establece la promoción de actividades orientadas a la producción y la utilización de energía proveniente de fuentes renovables y locales, así como el fomento de la eficiencia energética. Las empresas interesadas presentan sus proyectos para poder acceder a los beneficios de la Ley de Promoción de Inversiones (Ley 16 906 de 1998 y decretos subsiguientes).

			La demanda de energía eléctrica: el caso de Uruguay

			Como se mencionaba anteriormente, Uruguay tiene disponibilidad de energía para su autoconsumo y para exportar a los países vecinos, debido fundamentalmente al aumento y la diversificación de su oferta. Por el lado de la demanda interna, se observa que entre el 2000 y 2022, el consumo de energía eléctrica tuvo una tendencia creciente, con un pico entre los años 2007 y 2008, y un crecimiento acumulado del 96 % en dicho periodo. El aumento de oferta primaria fue del 55 %. 

			Del análisis de las fuentes de consumo (figura 2), se observa un aumento de la participación del sector industrial (del 20 % al 42 %), así como una disminución de la participación del sector residencial (del 29 % al 18 %) y del sector transporte (del 34 % al 29 %). Sin embargo, el sector industrial triplicó su consumo entre el 2000 y 2022, en tanto el sector residencial lo aumentó en un 18 % y el de transporte un 71 %. 

			Figura 2. Evolución del consumo de energía eléctrica en Uruguay por destinos

			[image: ]

			Nota: elaboración propia a partir de datos tomados de miem (2022b).

			Es importante analizar los cambios en el consumo de energía eléctrica de los países, ya que la demanda presiona sobre la disponibilidad y sobre el tipo de energía que se ofrece, fundamentalmente en lo que tiene que ver con la sostenibilidad del recurso que la genera. Se deben considerar si las fuentes son renovables, si el país debe importarlas, o no, y, por lo tanto, la disponibilidad en otros países. 

			El intercambio de energía eléctrica de Uruguay

			Uruguay ha incrementado sus exportaciones de energía eléctrica a Argentina y Brasil en el último quinquenio (figura 3). Argentina ha sido el principal socio exportador, con un comportamiento oscilante, dependiendo de la disponibilidad de energía y los precios; por su parte, Brasil ha experimentado un crecimiento en su participación. Es destacable el 2021, cuando las exportaciones de energía eléctrica a Brasil, en términos de dólares, experimentaron un aumento de 7,5 veces. Este incremento puede atribuirse a la sequía que afectó a Brasil, impidiéndole aprovechar sus fuentes hidroeléctricas. En Uruguay se han suscitado debates en torno a la idoneidad de generar energía destinada a la exportación, especialmente, cuando implica recurrir a fuentes adicionales con ese propósito, a veces, incurriendo en costos elevados y utilizando combustibles fósiles. Las autoridades justifican esta práctica en aras de garantizar el suministro energético en los países involucrados.

			Figura 3. Exportaciones de energía eléctrica desde Uruguay por destino (en MWh)

			[image: ]

			Nota: elaboración propia a partir de datos tomados de miem (2023) con datos de ute.

			En cuanto a las importaciones, Argentina fue el principal socio de Uruguay hasta el 2013 (figura 4). A partir del 2018, se observa un incremento, con un pico en el 2020. Este cambio en el comercio de energía eléctrica de Uruguay tiene relación, en parte, con los eventos climáticos extremos, sobre todo, sequías y elevadas temperaturas, que ha resultado en una cercana colaboración entre estos países, para satisfacer la demanda. 

			Figura 4. Importaciones de energía eléctrica desde Uruguay (1999-2023)

			[image: ]

			Nota: elaboración propia a partir de datos tomados de miem (2023) según datos de ute.

			Conclusiones 

			El análisis desarrollado incorpora la perspectiva de desarrollo humano sustentable, teniendo en cuenta la Agenda 2030, los ods y el Acuerdo de París, además de los aprendizajes acerca de los impactos en los procesos globales en el contexto de la pandemia de covid-19; de igual manera, se consideran los debates sobre la gobernanza regional latinoamericana. Teniendo en cuenta el convulso e incierto contexto internacional, así como los dilemas y los desafíos a los que se enfrenta América Latina, en este análisis, se abordan el potencial y las debilidades del Mercosur para concertar políticas energéticas que contribuyan a combatir el cambio climático, a través de las energías renovables. 

			El caso de Uruguay es de particular interés, porque presenta un aumento de la oferta energética en un corto tiempo, la cual está basada en la diversificación de la matriz con una mayor participación de fuentes de energía renovables no tradicionales. Con una mirada específica a la evolución de las percepciones de diferentes actores, en el caso uruguayo, se considera proceso el particular de inversiones en el sector de las energías renovables, que conllevó el mencionado cambio radical de la matriz energética y posibilitó exportaciones de energía, tanto a actores públicos como privados. 

			Del análisis de los datos entre los años 2015 y 2021, se observa que, algunas tendencias observadas se consolidan. En el caso de Uruguay, ya no se observan grandes cambios en las fuentes de energía primaria, pero sí se ve la incipiente aparición de la energía solar en los proyectos. En los tres casos, los cambios en la oferta de energía primaria no son radicales, como sucedió con Uruguay en la década de 2010, pero se observan algunos. 

			Las inversiones en Uruguay se dirigieron hacia el sector de energía eólica, seguidos por el sector de la biomasa, el cual es amplio, y más recientemente se observa un crecimiento en las inversiones dirigidas al sector de energía solar. El país continúa con un fuerte impulso hacia las inversiones y se busca una continuación de la sustitución de energía proveniente de combustibles fósiles por energías renovables. Sin embargo, se observan cambios en la tendencia de intercambios de energía eléctrica, con una mayor participación de Brasil como destino de las exportaciones desde Uruguay y continuando con el intercambio con Argentina. Estas tendencias deben ser analizadas en el marco de una colaboración entre los países para asegurar la oferta de energía antes situaciones climáticas adversas. 
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